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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 582/2019-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARÌA DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO. 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.
San Luis Potosí S.L.P., a veintiséis de agosto de dos mil diecinueve. 
  
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 0582/2019-1, y; 
R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del veintiséis de junio del presente año, se tuvo a **********, demandando por sus propios derechos, actos y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

AUTORIDAD DEMANDADA: La Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado. 

ACTO QUE SE IMPUGNA:  

**********
II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las 12:00 doce horas del veintiuno de agosto del presente año, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como a los de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que fueron formulados por la parte actora, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo al Magistrada para su resolución.

C O N S I D E R A N D O


PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades fiscales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos fiscales. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto el señalado en el Resultando Primero de ésta resolución. 

En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a foja ********** de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia del acto reclamado.
TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda **********, demandando por sus propios derechos la nulidad del acto señalado en el resultando primero de esta resolución. 

 Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado se indica como destinatario al aquí impetrante, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

Tocante a la legitimación de la autoridad demandada, la misma es representada por parte del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, misma que se encuentra acreditada en este juicio conforme a lo establecido en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportó para tales efectos, el documento que contiene el nombramiento que la acredita como tal, según constancia que obra a foja **********de autos. 

CUARTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 03 a la 05 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Analizadas las constancias que conforman el presente expediente, se advierte que no existe causal por la que se tenga que hacer pronunciamiento alguno. 

SEXTO.- A juicio de la titular de la Primera Sala Unitaria, el Único  Concepto de Impugnación que hace valer el actor, es infundado para declarar la nulidad del acto que se combate, en virtud de las siguientes consideraciones legales: 

  
En dicho concepto, la parte actora manifiesta que se violan los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos así como el numeral 144 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, pues dice que el acto que impugna, contiene una inadecuada fundamentación y motivación, argumentando que la autoridad demandada no señala con base en qué elementos jurídicos cuenta con atribuciones para actuar como Autoridad competente, lo cual debe expresar en el cuerpo de la resolución atacada para tener por debidamente fundado su acto de molestia, con la finalidad de no dejarlo en estado de indefensión, pues dice debe de señalarse los preceptos legales con los cuales se demuestre que las determinaciones que se le imponen son de su competencia.

Dice que la demandada al emitir la resolución donde se determina la multa, funda deficientemente su competencia material y que eso es falta de fundamentación y motivación. (F. 03 y 04)
Como se apreciar, el actor se duele que en el acto que se combate existe una inadecuada fundamentación y motivación para más adelante decir que la demandada, funda deficientemente su competencia material para concluir que entonces, existe una falta de fundamentación y motivación. 

Previo a hacer un pronunciamiento al respecto es importante diferenciar en qué consiste una falta de fundamentación y motivación y una inadecuada e ineficiente fundamentación y motivación.

Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica, de manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos

En cambio, una indebida fundamentación es cuando en el acto de autoridad, sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste, que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa. 

Por otra parte, existe una incorrecta e indebida motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. 
Lo que quiere decir que sí existe la presencia de ambos requisitos, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto.
Hecha la aclaración, se procede al estudio de la competencia de la autoridad en el acto que impugna el actor.

Así pues, se tiene que a foja 12 del expediente en que se actúa, la autoridad demandada fundamentó su competencia para emitir el acto a combatir en los artículos 2, 9, 12, 47, 48, 72, 73, 78, 142, 143 y 144 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí; 3 fracción I inciso A), 31 fracción II, 33 fracciones V, VIII, XII, XIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí; 1, 3 fracción II, último párrafo, 14 fracciones X, XI, XII, XVI y XXXII del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí.   

De ese conjunto de preceptos normativos, destacan los artículos 47 y 48 del Código Fiscal del Estado, los cuáles señala a las autoridades fiscales, dentro de las que se encuentra la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, así mismo establece que por lo que respecta a las facultades y a la competencia de esas autoridades fiscales, se atenderá además de las disposiciones de ese Código, a la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, al Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas, entre otras.

Pues bien, en atención a lo que establecen los artículos 32 fracción II y 33 fracciones V, VIII, XII, XIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, el Poder Ejecutivo que en este caso lo es el Gobernador Constitucional del Estado de San Luis Potosí, para el estudio, planeación y despacho de los asuntos y negocios de la administración pública estatal, contará con la  Secretaría de Finanzas.
Dicha Secretaría estará facultada entre otras cosas para  para recaudar los impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que correspondan al Estado; vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y administrativas de carácter fiscal e Imponer las sanciones por infracción a las disposiciones fiscales, de conformidad con la legislación aplicable.

Por su parte, de los artículos 3 fracción II y 14 fracciones X, XI, XII, XVI y XXXII del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, establecen que para llevar a cabo las funciones y facultades a que se alude, el Secretario de Finanzas contará entre otras Direcciones, con la  Dirección General de Ingresos, quien tendrá a su cargo vigilar, aplicar y promover el cumplimiento de las disposiciones fiscales estatales, ejercer las facultades de comprobación contenidas en las disposiciones fiscales, tanto estatales como federales, en términos de los convenios respectivos e imponer sanciones por infracciones a los ordenamientos normativos en materia tributaria.

Para una mayor claridad, se transcriben en su parte conducente los artículos del Código Fiscal del Estado, Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado y del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y que sirvieron de fundamento legal para que la autoridad emitiera el acto que se impugna y que dicen:   
“ARTICULO 47.- Son autoridades fiscales:

I.- El Gobernador del Estado; 

II. El Secretario de Finanzas; 
III. El Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas…”
“ARTICULO 48.- Por lo que respecta a las facultades y a la competencia de las autoridades fiscales, se atenderá además de las disposiciones de este Código, a la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, al Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas, a la Ley Orgánica del Municipio Libre; así como a todas las leyes, reglamentos, convenios y normas fiscales vigentes en el Estado.”
“ARTICULO 31. Para el estudio, planeación y despacho de los asuntos y negocios de la administración pública estatal, el Ejecutivo contará con las siguientes dependencias: 

II. Secretaría de Finanzas.”
“ARTICULO 33. A la Secretaría de Finanzas corresponde el despacho de los siguientes asuntos:

V. Recaudar los impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que correspondan al Estado; administrar las participaciones federales en los términos de los convenios celebrados, así como vigilar y asegurar el cumplimiento de las disposiciones fiscales; 

VIII. Establecer y mantener al corriente el padrón fiscal de contribuyentes

 XII. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y administrativas de carácter fiscal y demás de su ramo, vigentes en el Estado; 

XIII. Imponer las sanciones por infracción a las disposiciones fiscales, de conformidad con la legislación aplicable;

XIII. Revisar o, en su caso, elaborar los proyectos de ley, reglamentos y cualquier otro ordenamiento jurídico que las dependencias y entidades presenten al Ejecutivo.”
“Artículo 3°. Para el despacho de los asuntos de su competencia, la Secretaría de Finanzas contará con las siguientes unidades administrativas:

I. El Secretario de Finanzas;

II. La Dirección General de Ingresos de la que, a su vez dependen directamente la…”
“Artículo 14. La Dirección General de Ingresos atenderá del despacho de los siguientes asuntos:

X. Vigilar, aplicar y promover el cumplimiento de las disposiciones fiscales estatales y federales, así como de los convenios y acuerdos relacionados con el Sistema Nacional de Coordinación Fiscal;

XI. Ejercer las facultades de comprobación contenidas en las disposiciones fiscales, tanto estatales como federales, en términos de los convenios respectivos;

XII. Ordenar y suscribir los documentos que tengan por objeto practicar visitas domiciliarias, requerimientos y revisiones de documentación así como los dictámenes que formulen los contadores públicos, de los Estados Financieros de los contribuyentes, con el propósito de verificar el cumplimiento de las disposiciones fiscales; así como anular unilateralmente las órdenes y requerimientos emitidos, cuando proceda legalmente;

XVI. Imponer sanciones por infracciones a los ordenamientos normativos en materia tributaria;

XXII. Autorizar, coordinar y supervisar a las oficinas, módulos, instituciones y establecimientos para la recepción de pagos de contribuciones, aprovechamientos y para la realización de trámites fiscales y administrativos.”
En atención a lo anterior, se tiene que la autoridad demandada Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, sí fundamentó de forma debida su competencia para emitir el acto que se combate, puesto que los citados preceptos  que invocó, no son de aquellos que dotan de una facultad específica a la autoridad, pues la fundamentación de la competencia, no tiene como finalidad hacer del conocimiento a los particulares de las obligaciones y derechos previstas en las disposiciones normativas; ya que dicho conocimiento, de conformidad con el principio general del derecho que reza “el desconocimiento de la ley no exime a su cumplimiento”, ya que es una obligación a cargo del destinatario de la norma procedimental.

Por otra parte, las funciones del Director General de Ingresos, no está condicionada al ejercicio en primer término del Secretario de Finanzas, por lo que en el acto controvertido,  basta con que se hayan citado los artículos que le confieren de manera directa a la demandada, las atribuciones ejercidas como lo fue en el caso que nos ocupa, para considerar satisfecha la obligación constitucional de fundar debidamente su competencia, de ahí lo infundado de este concepto de Impugnación.    

En este sentido, hay que precisar que el alcance de la fundamentación y motivación de tal acto para el ejercicio de las facultades ejercidas por la autoridad emisora, como lo es el Crédito Fiscal impugnado, no llega al extremo de que en él, se señale los motivos y circunstancias que tuvo la autoridad para determinar de dónde provienen tales obligaciones atribuidas al gobernado, toda vez que de conformidad con las normas que regulan el cumplimiento de sus obligaciones, el actor no puede alegar el desconocimiento respecto de ellas, en tal razón, es que resulte tan obligatorio el conocimiento de cuáles son las obligaciones que como contribuyente tiene de acuerdo a aquellas en las que esté inscrito, que su incumplimiento constituye infracciones reguladas en los diversos ordenamientos citados en la resolución impugnada, de ahí que se concluyan por demás infundados los argumentos efectuados por el actor.
Conforme a lo anterior, para dar cumplimiento con los requisitos de fundamentación y motivación previstos por el artículo 16 Constitucional, basta que la autoridad haya identificado con precisión, la obligación incumplida, esto es, la declaración que fue omitida, el periodo de la misma, así como la disposición legal que prevé tal obligación, como los fundamentos que le otorguen la competencia para imponer la sanción a que fue sujeto el actor.

Se dice lo anterior ya que la motivación en que se basó la demandada consistió en que el hoy actor presentó extemporáneamente la declaración y formulario de pago a que estaba obligado de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, correspondiente al mes de noviembre de 2017, misma que ya había sido solicitada mediante el requerimiento de Autoridad, motivos por los cuáles se consideró que había incurrido en una infracción contenida en el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, cuya consecuencia lo fue la imposición de la sanción señalada en el artículo 154 fracción I del Código en mención. 
Sirve de apoyo a todo lo anterior el siguiente criterio que dice: 

FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LAS RESOLUCIONES QUE FINCAN CREDITOS FISCALES, ASI COMO SU COBRO EN EL PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO.

Cuando el artículo 16 constitucional exige que los actos de autoridad que causen molestia a los particulares deben estar fundados y motivados, no hace distingo alguno, por lo que debe estimarse que la garantía constitucional señalada cubre absolutamente todos esos actos de autoridad. Ahora bien, tratándose de las resoluciones que fincan créditos fiscales, es claro que fundarlas implica señalar los preceptos legales sustantivos que fundan el fincamiento del crédito, y motivarlas es señalar los supuestos de hecho que coincidan la aplicación de aquellos preceptos. Tratándose de los actos de cobro realizados en el procedimiento de ejecución, que se inician con un requerimiento de pago con apercibimiento de embargo, es claro que para que estén fundados y motivados, se requiere la cita de los preceptos adjetivos que regulan el procedimiento de ejecución, pero también la mención clara y completa de la resolución fiscal debidamente notificada que fincó el crédito con su propia motivación y fundamentación (para ello bastaría acompañar al requerimiento de pago, copia de la resolución fiscal que fincó el crédito, que hubiera sido debidamente notificada, y que esté fundada y motivada en sí misma). De lo contrario se deja al causante en estado de indefensión, ya que para que tenga plena posibilidad legal de decidir si debe pagar o impugnar el cobro, es menester que se le den todos los elementos de hecho y de derecho que funden y motiven el crédito mismo, así como su cobro en la vía de ejecución.
 CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”
En conclusión, el acto que se combate no carece de una falta, inadecuada e indebida motivación y fundamentación como así lo pretende hacer ver el demandante, por el contrario y como ha quedado debidamente acreditado en esta resolución, el acto que se impugna  sí se encuentra debidamente fundado y motivado.

Por su parte, la autoridad demandada al momento de emitir su contestación de demanda, manifestó que en el acto que combate la actora, se cumplió con las formalidades previstas en el artículo 16 constitucional y 46 fracción IV, del Código Fiscal del estado de San Luis Potosí, tal y como así se desprende en la foja 1 penúltimo párrafo de la resolución crediticia, transcribiendo para tales efectos los artículos en los que fundamentó su competencia material, territorial y por grado. (F. 28 a la 34) 
Argumento que a juicio de la titular de ésta Primera Sala Unitaria, se considera procedente, ya que es acorde con el criterio ya establecido en la presente resolución.  

En las relatadas condiciones, el acto controvertido se considera debidamente fundado y motivado, acorde a lo establecido en el artículo 16 Constitucional, en concordancia con el artículo 46 fracción IV, del Código Fiscal del Estado, por los motivos y razones ya expuestos.  

En consecuencia de todo lo anteriormente analizado, en virtud de que no le asistió la razón al actor para que proceda la nulidad del acto combatido consistente en ********** y emitido por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de finanzas de Gobierno del Estado, es por lo que se declara la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto en mención.

Por lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto materia de este juicio de nulidad, conforme a lo señalado en el Considerando SEXTO de ésta resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente al actor, debiendo hacerlo a la autoridad demandada por medio de oficio con copia de la presente resolución. 
ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.-CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí". 
� Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, tomo VI, común, Jurisprudencia TCC del Apéndice 2000, Novena Epoca.


� Época: Octava Época, Registro: 222527, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo VII, Junio de 1991, Materia(s): Administrativa, Tesis: Página: 279. 











